"El desafío, en todo caso, que concierne al estado es el cambio de enfoque en sus relaciones con la sociedad civil. En vez de pretender que ésta se acerque a él creándole canales institucionales en función de sus objetivos y necesidades, lo que estaría planteado es intentar invertir el paradigma buscando apoyar a la sociedad civil, en el marco de la preservación de su autonomía institucional, de manera de no enajenar su capacidad para negociar libremente las mejores opciones que pueden contribuir a su desarrollo."
Cunill Grau (1995)
El sistema de coordinación tributaria en la provincia de Santa Fe: La Coparticipación provincial,  los municipios y comunas santafesinas.
Por  Jorge Antonio Abboud  y Juan Manuel Busto  

 ACEP ROSARIO
1.- Introducción:
Como sostiene Blanca Muñoz actualmente “el Estado deviene en un mecanismo de equilibrio económico y social. Pero, las fluctuaciones y oscilaciones de la economía especulativa supondrá la existencia de una permanente y continua crisis”
.
Es por eso que para hacer frente a esa crisis, la sociedad exige una “transformación del poder político y del orden social”
.  Transformación que busca modificar la estructura de poder del Estado. 

En este sentido, el Estado para hacer frente a esa crisis necesita articular  procesos de descentralización política, institucional y administrativa por dos cuestiones. En primer lugar, una difusa demanda de mayor “cercanía” y “participación ciudadana” respecto de la gestión, desde este perspectiva, la descentralización parece generar expectativas en torno a estimular tanto la participación, como la capacidad de control de la sociedad sobre las acciones de los gobernantes. En segundo término, la idea de descentralización surge de la mano de cierta necesidad de la dirigencia política de re legitimar su relación con la sociedad, particularmente en lo que se refiere al alcance de la representación. 
Es decir, que la transferencia de competencias de una entidad constituida a partir de una condición nacional u provincial a otra de orden local, produce, concomitantemente, la descentralización de un segmento de la sociedad, y genera así un cambio de interlocución social que posiciona localmente a los actores, antes nacionales o provinciales. 
En definitiva los municipios y comunas son estructuralmente quienes están en mejores condiciones de dar respuesta a las funciones sociales del Estado, en virtud de su “cercanía” a la social, cultural, política, económica y cultural de una sociedad determinada.  

Sin embargo, esta descentralización de funciones sociales no puede ser lograda sin una adecuada distribución de recursos económicos para hacer frente a las mismas. 
En este orden de ideas dentro de la agenda política provincial se discute actualmente un aumento de la coparticipación provincial a comunas y municipios, debido a la situación económica actual (fundamentalmente la inflación) y a que estas han asumido nuevas competencias. Además, se debe observar que existen demoras por parte de la provincia en la transferencia de los fondos coparticipables. 

A modo de ejemplo podemos se mencionaran algunas notas periodísticas sobre el tema:

“Los Diputados Jorge Lagna y Alberto Monti piden equidad el pago de la deuda de la coparticipación provincial a municipios y comunas” Diario El Ciudadano y la Región (Rosario) - 21/02/2008 –

“El Diputado Peirone presentó un proyecto para modificar la coparticipación provincial a municipios y comunas” – Diario La Opinión de Rafaela – 10/03/2008 -

“Coparticipación: acusan a la casa gris de vender espejitos de colores” – 29/06/2008 – Diario La Capital -

“Coparticipación: Venado ya evalúa recortar obras y cesantear personal” – 12/07/2008 - Diario La Capital -

“Advierten conflictos comunales por la coparticipación” – Diario La Capital 14/07/2008 -
 

Finalmente es importante señalar que en fecha 7 de agosto de 2008 el Senado de la Provincia de Santa Fe, luego de una extendido debate, dio media sanción al proyecto de ley (Expte. 16.332-D.B.L.) por el cual se modifica la ley 7.547 en relación a la coparticipación federal a municipalidades por el cual se eleva la coparticipación de municipios y comunas del 13% al 18%.
 
2.- Desarrollo. Los sujetos: - Las comunas y municipios santafesinos:
Sin tomar en consideración la clasificación establecida por el marco normativo provincial, se puede decir que en la provincia de Santa Fe hay trescientas sesenta y tres (363) unidades locales, distinguidas de la siguiente forma:
· Dos (2) municipalidades de Primera Categoría (Áreas metropolitanas - más de 250.000 habitantes -): Rosario y Santa Fe,

· Cuarenta y seis (46) municipios de Segunda Categoría (municipios grandes – entre 10.000 a 100.000 habitantes - y ciudades intermedias – entre 100.000 a 250.000 habitantes -) y,

· Trescientas quince (315) comunas (municipios chicos – entre 2.000 a 10.000 habitantes - y rurales – hasta 2.000 habitantes -).
Sin embargo, la realidad municipal santafesina padece una enfermedad denominada por el Dr. Diego Giuliano como macrocefalia bicéfala: “es decir, distribución concentrada de la población en dos puntos geográficos (léase Santa Fe y Rosario) en los que se instalan el 54% de los habitantes santafesinos”
. 
Por lo tanto, como se puede advertir, la problemática de cada municipio es diferente, si se considera que coexisten localidades con realidades totalmente distintas, por un lado esta Rosario que concentran el 38% de la población provincial y su impacto económico, social y cultural se extiende a un área que quedaría delimitada por 47 localidades existentes en un arco de aproximadamente 50 a 60 kilómetros
 y en el otro extremo se encuentran localidades como la de Cañada Ombú que no superan los 700 habitantes
.
Y es precisamente en este esquema donde se puede advertir la complejidad de la descentralización horizontal local de la provincia, en donde se advierten  asimetrías sociales, económicas y culturales, las cuales solo pueden ser superadas mediante un desarrollo sustentable logrado a través de una equitativa distribución de competencias y recursos.

2.1. Las nuevas competencias locales y la importancia de la reforma de 1994:
Analizar la distribución de competencias tributarias en la Provincia de Santa Fe exige como primer requisito determinar cuales son las competencias de los municipios y comunas. 

Para el Derecho Administrativo, competencias “es el conjunto o círculo de atribuciones que corresponden a los órganos y sujetos públicos estatales”
, en otras palabras es la aptitud legal de los municipios para ejercer facultades propias y ser titular de ellas. Ahora bien, ¿cuáles son las competencias municipales? 

En primer lugar es importante señalar que existe una estrecha relación entre las competencias municipales y el principio de subsidiariedad. Según este principio el Estado, como comunidad de superior jerarquía, no debe llevar a cabo actividades que puedan cumplir las comunidades menores, en este caso los municipios. Si bien este principio esta en crisis en nuestro país
, no podemos perder de vista las palabras de Lisandro de la Torre en la convención constituyente de la Provincia de Santa Fe de 1921 en donde señala la función vital de los municipios al indicar que “son las células básicas de la democracia”.

Por lo tanto los municipios contribuyen a la formación de ‘capital social’, entendido esto como el surgimiento de conocimientos, habilidades, calificaciones, aspiraciones y redes sociales y conductas que acrecientan los valores cívicos dentro de la comunidad.

Y es justamente porque contribuyen a la formación de ‘capital social’ que en países como Alemania las administraciones comunales ejecutan aproximadamente el 80% de todas las leyes nacionales y de los estados federados, realizan aproximadamente dos tercios de todas las inversiones públicas y el 25% de todas las funciones públicas.  Y a su vez, asumen por responsabilidad propia, funciones de gestión denominadas voluntarias.

En definitiva la relación “cercanía” o “inmediatez” que existe entre los municipios  y los ciudadanos determina que las competencias de los mismos son todas aquellas cuestiones de interés para la sociedad o que requieren solución. 

En consecuencia, el parámetro para la asignación de funciones debería ser el principio de subsidiariedad, es decir, una función que puede ser asumida por la comuna, no forma parte de las funciones del estado nacional o provincial. De allí surge que todas las funciones descentralizadas deben ser competencia municipal. 
Es tal la importancia de las competencias municipales que en el derecho comparado se observan tres sistemas: el de la enumeración concreta, el de la cláusula general y el mismo. En el primero, propio de los países anglosajones, el gobierno municipal solo ejercer competencias indicadas por la ley. En el segundo, propio de Europa continental, se reconoce la universalidad de la competencia municipal. Mientras que en el mixto, utilizado en algunos países americanos, consiste en una enumeración concreta efectuada por la ley, seguida por una cláusula general que amplía competencias.

En nuestro país, y a diferencia de otros las competencias municipales se han ido definiendo a través de un proceso de “federalización improvisado”, en donde los gobiernos locales fueron asumiendo ciertas prestaciones que tiempo atrás estaban en manos de la nación y las provincias, en virtud de la falta de practicidad de estas últimas para ponerlas en práctica. En definitiva, la misma crisis de subsidiaridad dada por la concentración de competencias en la nación y las provincias, trajo como consecuencia “un nuevo gerencialismo”
 de lo público por el cual se delegaron competencias a los municipios de manera desordenada e inorgánica.  

Es por eso que podemos aplicando la clasificación de Luis Böhm se puede decir que hay competencias tradicionales o clásicas y nuevas competencias
.

Entre las competencias tradicionales del gobierno local se pueden mencionar: la gestión administrativa para la marcha normal de la organización que implica planificar el futuro, organizar el sistema , gestionar el personal, gobernar las actividades y controlar sus resultados; el desarrollo urbano, incluyendo el planeamiento urbano, la obra pública, - construcción de gas natural, agua potable, desagües cloacales, higiene urbana, recolección de residuos, mantenimiento de calles y caminos cloacales – y la regulación de la vida comunitaria - abastecimiento urbano, control de salubridad y seguridad de comercios e industria, tránsito urbano, etc. 
Por su parte, al definir las nuevas competencias se mencionan el papel del municipio como agente de promoción económica, la función que tienen de vincular el sistema educativo con el productivo para evitar la emigración de los jóvenes, apoyar la formación de recursos humanos y fortalecer a las empresas locales. Además, el municipio debe ser facilitador de oportunidades, a través de la coordinación e innovación empresarial, el agrupamiento de sectores productivos, el mejoramiento de las condiciones de presión y estimulo de la demanda local, la recolección, preparación y transmisión de información para el cambio, la incorporación de criterios de calidad en el sector privado, la articulación de relaciones intercomunitarias y con actores extracomunitarios, promoción y especialización productiva.

Por otro lado, debe procurar el bienestar de la población asumiendo un papel activo en las políticas de desarrollo social.
Por último entre las nuevas competencias se encuentran, el cuidado del ambiente y el mejoramiento de la calidad ambiental, la Defensa de la competencia y del consumidor y la fijación de políticas de salud y de seguridad.

En este orden de ideas la reforma constitucional de 1994 al introducir el concepto de autonomía municipal en el texto de la ley suprema (art. 5 y 123)
, no solo resolvió la discusión doctrinaria y jurisprudencial sobre el status jurídico de los municipios en la Argentina
, sino que además reconoció la necesidad de que los municipios se hagan cargo de las nuevas competencias municipales.

En este sentido, el convencional Juan De Jesús observaba que “…tanto en nuestra Argentina como en el mundo; sociedad más compleja y diferenciada, interdependiente y no hegemónica, con otros valores culturales y otros conocimientos, donde se da la necesidad de armonizar y articular el derecho con los valores, la economía con el derecho y el nuevo Estado con los nuevos derechos, a fin de que se contemple la relación del Estado con el individuo, con el ciudadano, con el usuario, con el consumidor, con el contribuyente y con la familia, repartiendo de manera clara y precisa las competencias entre el Estado nacional soberano, el Estado provincial autónomo —que da las políticas globales y regionales para su ámbito— y un Estado municipal integrado a su provincia y a la Nación, que sea capaz de desarrollar una sociedad dinámica tras el bien común.”
 Asimismo, la Convencional Rina Marta Leiva observó que “…El problema de la municipalidad es de una inmediatez humana no pequeña porque tiene que ver con la necesidad cotidiana del ser humano, la que, en las elecciones, aparece aplastada por la fórmula provincial o presidencial cuando, probablemente, la gente está dispuesta a votar a un buen vecino que es el que se va a jugar por solucionar sus problemas inmediatos, aunque no forme parte de su partido.”


En consecuencia, desde la sanción de la reforma constitucional de 1994 los municipios de provincia gozan de autonomía, aún cuando las provincias puedan reglar su alcance. Es más la reforma indica en forma clara que una serie de clasificaciones de la autonomía municipal, a saber:

Autonomía institucional: la posesión y el ejercicio, de parte del municipio, del poder constituyente derivado, es decir, capacidad de darse su propia norma fundamental.

Autonomía política: capacidad de elegir sus propias autoridades.

Autonomía administrativa: como indica el Dr. Diego Giuliano, se trata de una autonomía funcional, entendida como poder del ente local de producir sus organigramas organizativos propios y de manejar por sí y ante sí, sus competencias con relación a la materia municipal.

Autonomía económica y financiera: la cual implica la autosuficiencia de recursos, el reconocimiento de facultades tributarias propias de su competencia y el propio manejo de su gasto público.

En consecuencia - y citando al Dr. Giuliano - la autonomía financiera de los entes locales implica, al menos, las siguientes condiciones:

1. Una potestad presupuestaria propia en orden a definir cuantitativamente el alcance de las propuestas políticas, socioeconómicas y culturales del municipio.

2. La capacidad de configuración de los recursos de su sistema financiero.

3. La potestad para establecer, gestionar y exigir los ingresos tributarios y extratributarios integrantes de su hacienda.

4. Dispone de una suficiencia de medios garantizada legalmente por la cobertura del estado y la participación de los municipios, mediante mecanismos automáticos e incentivadores de responsabilidad y de solidaridad, en los ingresos totales de éste.

3. La potestad tributaria de los municipios y comunas:

Como sostiene Milton S. Bonacina “las nuevas prestaciones (transferidas de la nación y provincias los municipios) no llegaron muñidas de las remesas necesarias para afrontar sus costos”.

Por lo tanto resulta importante determinar cual es el alcance de la potestad tributaria de los municipios y comunas para sostener los gastos que genera el mantenimiento de los servicios que se presten en los mismos.

En primer lugar debemos decir que el reconocimiento del poder tributario originario o derivado en el ámbito local está íntimamente relacionado con el mayor o menor grado de autonomía que los municipios ostentan. Es decir, que la cuestión se ciñe en dilucidar si la autonomía económica financiera plasmada en la reforma constitucional de 1994 implica que los municipios ejercen las competencias tributarias que les asignan las provincias o la nación (derivado), o por el contrario que el poder tributario le es propio y esencial en atención a que necesita de recursos para hacer frente a sus necesidades (originario).

Al respecto la doctrina se encuentra dividida
, entre los que sostienen que la facultad tributaria de los municipio es derivada podemos mencionar a Dino Jarach, Héctor Villegas, Gustavo Naviera de Casanova y José Casas, en cambio, sostienen que las competencias tributarias de los municipios son originarias Antonio Hernández, José Raúl Heredia
, Alberto Montbrun, Germán Bidart Campos y María Gabriela Abalos. 

En nuestra opinión, y citando a María Gabriela Abalos “el poder tributario municipal es originario pero no ilimitado, sino que por el contrario, son las provincias las que deben asegurar y reglar los contenidos de la autonomía municipal en este aspecto, respetando la distribución de competencias plasmada en la norma constitucional nacional, buscando compatibilizar dichas facultades con las propias”
.
Es decir que el poder tributario municipal no puede ser analizado en forma aislada, sino que debe ser analizado como para integrante del sistema federal de distribución de recursos y competencias.
En definitiva, y citando a Juan Manuel Álvarez Echagüe
, se puede decir que existen seis limitaciones al poder tributario de los municipios de provincia:
1.- Los provenientes de los arts. 4° y 75 inc. 1° de la Constitución Nacional, y que se refieren a las competencias tributarias exclusivas de la Nación.

2.- El artículo 75 inc. 13 sobre la cláusula comercial, por cuanto las leyes que dicta el Congreso con motivo de la misa, limitan el poder tributario provincial y municipal.

3.- La cláusula de progreso contenida en el inciso 18 del artículo 75, que permite al Congreso a limitar las potestades provinciales y municipales en pos de la prosperidad del país.

4.- El  artículo 75 inciso 30 que instituye la potestad de que el Poder Legislativo Nacional regule los establecimientos de utilidad nacional, desplazando el poder de imposición provincial o municipal cuando el ejercicio del mismo infiera con el cumplimiento de ese fin.
5.- El conjunto de principios constitucionales financieros y tributarios en tutela de los derechos de los contribuyentes. 

6.- Los limites establecidos por los regímenes de participación de impuestos (Ley de Coparticipación 23.548 y el Convenio Multilateral sobre la distribución de ingresos brutos, y los pactos fiscales: Pacto Federal para el Empleo, la Producción y el Crecimiento - 12/08/93 Ley 11123/93-, Compromiso Federal -Ley 25235/99-, Compromiso Federal para el Crecimiento y la Disciplina Fiscal -Ley 25400/2001- y Acuerdo Nación-Provincias sobre Relación Financiera y Bases de un Régimen de Coparticipación Federal de impuestos -Ley 25570/2002-).

Además se podría agregar un límite más que es:

7.- La distribución de competencias dispuesta en el ordenamiento provincial en consonancia con la Constitución Nacional. Lo que implica establecer un sistema de distribución de competencias, respetando las potestades originarias de los municipios en miras de evitar una superposición de tributos. 
3.1. Sobre la distribución de recursos en la provincia de Santa Fe:

Como se indico anteriormente, la potestad tributaria de los municipios esta estrechamente relacionada con el alcance de la autonomía municipal dispuesta por cada constitución provincial. Es por eso que en primer lugar se debe señalar que en la provincia de Santa Fe hay una autonomía municipal relativa, en virtud de que los municipios carecen de capacidad para dictar su propia Carta Orgánica (autonomía institucional), la autonomía administrativa condicionada (la última ratio de la vía recursiva es el Gobernador), eligen a sus autoridades (autonomía política) y en materia tributaria posee un reconocimiento del poder tributario de carácter originario, aunque tímidamente y con limitaciones
.

Al respecto, debemos decir que la Constitución de Santa Fe en su artículo 106 dispone que “las poblaciones que contengan más de diez mil habitantes se organizan como municipios por ley que la Legislatura dicte en cada caso, y las que no reúnan tal condición como comunas”.  

Por lo tanto en la provincia de Santa Fe existen dos leyes orgánicas que regulan el sistema municipal, la Ley Orgánica de Comunas 2439
 y Ley Orgánica de las Municipalidades 2756
.
Completa el plexo normativo en materia tributaria municipal el Código Tributario Municipal – Ley 8173 y la ley 7457/75, modificada por la ley 8437/79 sobre el Sistema de Coparticipación entre el Estado Provincial y los municipios y comunas.

Como sostiene el Dr. Diego Giuliano “la legislación de la provincia de Santa Fe presenta cierta ambivalencia en relación a la potestad de los municipios para establecer impuestos, ya que tanto la Constitución Provincial, como la Ley Orgánica de municipios permiten a los municipios establecerlos mientras que el Código Tributario Municipal restringe esa facultad.”

De la interpretación sistémica de la Constitución Provincial se puede advertir que si bien el artículo 106 no explicita la facultad de los municipios de crear tributos, en el artículo 107 inciso 3° dispone que cuentan “con las atribuciones necesarias para una eficaz gestión de los intereses locales, a cuyo efecto la ley proveerá de recursos financieros suficientes”.
Asimismo, el artículo 2° de la Ley Orgánica de Municipalidades admite que estas “forman sus rentas, pudiendo establecer impuestos” entre otros recursos. En igual sentido, el artículo 45 inciso 2° de la Ley Orgánica de Comunas dispone la facultad de estas de “crear recursos permanentes y transitorios, estableciendo impuestos, tasas y contribuciones de mejoras”.

Contrariamente, el Código Tributario Municipal establece en forma taxativa que los municipios y comunas solo podrán contar con los siguientes recursos:

1.- Tasas como retribución de servicios prestados.
2.- Derechos, que son obligaciones que se originan como consecuencia de actividades sujetas a inscripción, habilitación, inspección, permiso o licencia, u ocupación del especio de uso público, de los cuales el derecho de registro e inspección que cobran los municipios es el más significativo.
3.- Contribución de mejoras, que son prestaciones pecuniarias que están obligados a pagar al municipio, quienes obtengan beneficios o plusvalía en los bienes de su propiedad o poseídos a título de dueño, y derivados directa o indirectamente de la realización de obras o servicios públicos determinados, sin perjuicio de la realización de obras públicas por cuenta de terceros.

Por lo tanto perecería ser que el Código Tributario Municipal (sancionada en fecha 29/12/77) viene a modificar y derogar a la Leyes Orgánicas (ambas de la década del ’30), en atención al principio de que “ley posterior deroga a ley anterior”. Sin embargo la historia no es tan simple, dado que la reforma de la Ley Orgánica de Municipios de fecha 9 de diciembre de 2002 (Ley 12.065), reforma el artículo 2° de la Ley pero no modifica la parte relativa a la potestad de crear tributos de los municipios. Es decir, y citando a Diego Giuliano “la nueva ley confirma una facultad escrita, pero controvertida y mayoritariamente negada”
.
En consecuencia, no solo tienen facultades para crear y recaudar tasas y contribuciones, sino que también podría crear y recaudar impuestos. 

Finalmente, complementa el plexo normativo las leyes 7457/75 y 8437/79 que ordenan el sistema provincial de coparticipación primaria entre municipalidades y comunas de la siguiente manera:
1. La séptima parte aproximadamente, de lo que recauda por Ingresos Brutos y de lo que recibe de la Nación en concepto de coparticipación de impuestos nacionales.

2. La mitad del impuesto inmobiliario, en consonancia con lo dispuesto en el artículo 107 de la Constitución Provincial.

3. El 90% de la patente automotor. A partir del año 2005 la administración de este tributo queda a cargo de las municipalidades y comunas. 

Con relación al reparto secundario de los impuestos nacionales y provinciales en relación a los municipios y comunas, se debe aclarar que el mismo se encuentra condicionado fundamentalmente a tres parámetros: población, una base fija a distribuir entre partes iguales y la recaudación del municipio o comuna. 
 

Es importante señalar que en fecha 7 de agosto de 2008 el Senado de la Provincia de Santa Fe, luego de una extendido debate, dio media sanción al proyecto de ley (Expte. 16.332-D.B.L.) por el cual se modifica la ley 7.547 en relación a la coparticipación federal a municipalidades por el cual se eleva la coparticipación de municipios y comunas del 13% al 18%.
 
4. La crisis de los municipios santafesinos: los números y el proyecto de Ley sobre coparticipación provincial.
De lo expuesto se puede advertir que el sistema tributario municipal y comunal de la provincia de Santa Fe fue creado y diseñado partiendo de la base de que las competencias de los Gobiernos Locales eran solamente las clásicas o tradicionales, sin embargo, en la actualidad se pueden advertir cambios profundos en la realidad económica y en las funciones que han debido asumir estos gobiernos.  

En consecuencia los municipios y comunas santafesinos actualmente se encuentran inmersos en una crisis económica financiera, atento a que la distribución de recursos no alcanza para cubrir el total de la necesidades básicas, por lo tanto no se esta dando cumplimiento a lo dispuesto en el inciso 3 del artículo 107 de la Constitución Provincial el cual dispone que para una eficaz gestión de los intereses locales, la ley (léase Leyes Orgánicas y Código Tributario Municipal) proveerá de recursos financieros suficientes.

Como indicadores de esta crisis financiera podemos dar noticia de algunas investigaciones realizadas en la materia:

1.- El Instituto de Investigación de la Escuela de Economía de la Facultad de Ciencias Económicas y Estadísticas de la Universidad Nacional de Rosario en noviembre del 2004 realizó una Investigación sobre el Financiamiento de los Gobiernos Locales en la provincia de Santa Fe
 cuya conclusión es que “…la realidad económica ha demostrado y tácitamente la Provincia ha aceptado, que la incidencia de la globalización con la consecuente descentralización de funciones sin el consiguiente financiamiento, trae aparejado la imposibilidad de sustento, conforme la legislación vigente…”
2.- En igual sentido el Trabajo de Investigación realizado por las Cátedras de Derecho Constitucional, Público Provincial y Municipal e Introducción a la Economía Política de la Facultad de Derecho y Ciencias Sociales del Rosario de la Pontificia Universidad Católica Argentina sobre la sustentabilidad financiera del sistema municipal de la provincia de Santa Fe (1998-2002)
 demostró, una vez analizada la evolución de los recursos y gastos de los municipios testigos
, un déficit fiscal que requiere de endeudamiento para su financiación, por lo menos el corto plazo.
Además entre sus conclusiones advierten “…la baja independencia fiscal de muchos municipios y comunas que atenta contra la posibilidad de autonomía pues la posibilidad de prestar servicios depende en gran parte de la capacidad recaudatoria nacional y provincial y del mecanismo de reparto establecido en la ley de coparticipación provincial…”.
Demás esta decir que estos números son los que condujeron al Senador del Departamento 9 de Julio, Hugo F. Terré a presentar el proyecto de ley sobre la modificación de la Ley 7.457 sobre la Coparticipación Federal a Municipalidades. 
4.1. Las soluciones del Derecho Constitucional Provincial Comparado:
Si bien como observa Mercado Luna el derecho público provincial no fue concebido para el estudio integral de todas las constituciones locales
, básicamente porque cada Constitución posee particularidades sociales, culturales, económicas y políticas que las diferencian del resto. No obstante ello, y como bien señalaba Alberdi las constituciones y leyes fundamentales de carácter local son “la fuente más legítima, pero la más peligrosa del derecho provincial argentino”
.
Entrando en tema, se puede advertir que a excepción de Mendoza, Entre Ríos y Santa Fe, todas las provincias han tratado de regular constitucionalmente en forma clara y pormenorizada la cuestión tributaria municipal, dejando en mano del constituyente determinar el alcance de la autonomía económica – financiera. En este sentido constituciones como la de Salta, Neuquén, San Luis, La Rioja, Catamarca, San Juan, Río Negro, Jujuy reconocen en forma expresa y detallada cuales son los recursos municipales, aunque algunas de ellas – San Juan, Jujuy, San Luis y Río Negro - no contemplan cuales son los impuesto locales dejando librado al arbitrio del legislador su regulación. 
Además, se establecen en forma expresa sistemas de coparticipación provincial tendientes a superar las desigualdades locales, por ejemplo la Constitución de Salta dispone en su artículo 175 que “con parte de los recursos coparticipados se constituye un Fondo Compensador que adjudica la Legislatura por medio del Presupuesto, a los Municipios cuyos recursos resultaren insuficientes para atender los servicios a su cargo”. 

Otro caso interesante es el de Río Negro que en su artículo 253 dispone que la facultad de los municipios de crear y recaudar impuestos “es complementaria de la que tiene la Nación sobre las materias que le son propias y las que las leyes establecen para el orden provincial”. Asimismo, agrega que los municipios pueden celebrar convenios con la provincia.
También se observa que los constituyentes provinciales en algunos casos han limitado las potestades financiaras de los municipios a los fines de evitar el endeudamiento público. Como ejemplos se pueden mencionar la Constitución de La Pampa (art. 225) o de Tierra del Fuego (art. 173) que establecen que el nivel de endeudamiento no puede superar el 25% de los recursos ordinarios.
Asimismo, se establece que los municipios pueden confeccionar y aprobar sus presupuestos de gastos (Santa Cruz art. 150, Misiones art. 177, entre otras)

Por último, y más allá de las pautas organizativas dispuestas por las Constituciones Provinciales, los municipios a través de sus Cartas Orgánicas pueden definir con mayor precisión el alcance de las potestades tributarias locales.
5. Reforma constitucional o legal: sobre la coparticipación provincial y los convenios intermunicipales en la provincia de Santa Fe.
De lo expuesto se pueden rescatar dos conclusiones. 

La primera es que el régimen municipal santafesino va en contra de los lineamientos en materia de autonomía municipal establecidos por la Constitución Nacional a partir de la reforma de 1994. 

La segunda es que no se puede realizar un proceso de descentralización política sin una adecuada redistribución en materia económica – financiera.

En este estado de situación nos encontramos los santafesinos en la imperiosa necesidad de discutir como modificamos el régimen municipal de acuerdo a las exigencias y necesidades del mundo moderno.

Algunas voces han indicado la necesidad de modificar la Constitución provincial de 1962 para lograr darle a los municipios y comunas santafesinos la autonomía que se merecen. Sin embargo, y sin desconocer la importancia la reforma constitucional en la materia, se deben realizar algunas observaciones al respecto.

En primer lugar, del análisis del Derecho Provincial Constitucional contemporáneo (que comienza a partir de la reforma constitucional de Córdoba de 1987) se puede constatar que las críticas a dichas reformas son en principio por exceso y no por defecto. En este sentido y con relación a la autonomía municipal se puede evidenciar que muchas de las constituciones provinciales son en realidad verdaderas Cartas Orgánicas que van más allá de definir la autonomía municipal, limitando las competencias y facultades municipales mediante un riguroso esquema de control provincial que excede el rol de las constituciones provinciales en la materia, dado que su función es solamente determinar las relaciones de coordinación, subordinación e inclusive de participación de los municipios y comunas en el esquema provincial. Como ejemplo solo basta señalar que 18 de las 23 constituciones provinciales le dedican más de 10 artículos a la autonomía municipal.

Y es fundamental hacer hincapié en este punto, atento a que los vertiginosos cambios sociales, políticos y culturales de la sociedad actual demanda una capacidad de adaptabilidad de los municipios y comunas, que solo es posible mediante el otorgamiento de una amplia capacidad de maniobrabilidad a los entes locales para poder crear, innovar y modificar sus competencias y facultades. Esto no significa que las provincias no pueden establecer límites a las potestades locales, sino que por el contrario implica que la provincia debe diseñar un sistema de descentralización política vertical y horizontal que respete los roles institucionales de cada centro poder, evitando superposiciones que en definitiva repercuten en la gestión de la res pública.

Además, la historia Constitucional Provincial demuestra que a partir del siglo XX las reformas constitucionales han sido espaciada en el tiempo (1900 – 1906/1907 – 1921– 1949 – 1962), de modo tal que una reforma constitucional no puede ser utilizada para dar respuesta a una coyuntura política temporal, sino que debe ser diseñada pensando en las futuras generaciones. En consecuencia, si se limitan las facultades municipales y comunales en forma taxativa, probablemente y más allá de que se incorpore en forma expresa el término “autonomía municipal” los vertiginosos cambios de esta sociedad harán necesaria una reforma constitucional en el medio u corto plazo.

Es por eso que la Provincia de Santa Fe se encuentra en una posición privilegiada para diseñar un sistema autonómico municipal acorde con los bruscos cambios de la sociedad moderna por los siguientes motivos:

1.- La Constitución Provincial de 1962: 

Los convencionales del 1962 diseñaron una Constitución adaptable a los cambios de la sociedad, fundamentalmente porque fue clara, concisa y contundente, es más redujo la cantidad de artículos de 144 a 116. En igual sentido, es importante citar las palabras del Convencional Viñals en la Sesión Ordinaria de la Convención Constituyente de fecha 11 de abril de 1962 en la cual aclaro que “esta Convención no va crear ningún derecho ni ninguna obligación que ya esté enunciada en la Constitución Nacional…enunciarlos de nuevo es una ni siquiera docente, sino más bien de confusión para la interpretación”. Sin perjuicio de ello, la Constitución provincial de 1962 incorporo derechos que actualmente tienen una vigencia fundamental en el derecho constitucional provincial comparado, como el artículo 28 que protege la flora y la fauna, o el 7 que reconoce la eminente dignidad de la personas humana, o el 17 que sobre amparo, o el 21 que protege a la familia, la maternidad, la infancia, la juventud y la ancianidad.

Asimismo, al régimen municipal le dedico solo tres artículos que si bien dejan sujeto a la Legislatura provincial su organización, dispone que la mencionada ley debe realizarse sobre la base “de un gobierno dotado de facultades propias, sin otras injerencias sobre su condición o sus actos” (art. 107 inc. 1) y las faculta “con las atribuciones necesarias para una eficaz gestión de los interés locales” (art. 107 inc. 2). – y sigue – “A este último fin, pueden crear, recaudar y disponer libremente de recursos propios”.

En definitiva, y haciendo una interpretación sistémica del Sistema Constitucional Argentino, la Constitución de la Provincia de Santa Fe en materia de autonomía municipal podría ser compatible con los artículo 5 y 123 C.N. en la medida de que la ley provincial que organice su funcionamiento respete la autonomía institucional, administrativa, política y económica – financiera.

2.- Todo esto nos conduce al segundo punto que es que la Provincia de Santa Fe tiene histórica posibilidad de regular la autonomía municipal y fundamentalmente su régimen tributario, mediante una ley ordinaria, la cual servirá de “prueba piloto” para en el futuro ante una eventual reforma constitucional diseñar un régimen municipal que sea adaptable a la realidad de nuestra provincia y que no se transforme en un cerrojo normativo en el medio y corto plazo para los municipios y comunas.

En conclusión, para que haya autonomía municipal en la provincia de Santa Fe, es necesario que la Legislatura provincial reconozca fundamentalmente la autonomía institucional de los municipios y comunas. Además el régimen autonómico exige un sistema tributario municipal con las siguientes características:

1.- Reconocimiento de la potestad originaria de los municipios para crear tributos, tasas y contribuciones.

2.- Un ley de coparticipación provincial que respete la autonomía municipal mediante un sistema de actualización de los porcentajes a distribuir en estrecha relación con la delegación de competencias de la provincia o nación a los municipios.

3.- La posibilidad de que los municipios y comunas puedan celebrar convenios intermunicipales con el objetivo de definir la política fiscal de cada una de ellas, buscando de este modo descomprimir la presión tributaria en miras a fomentar el ingreso de capitales y la producción dentro de sus jurisdicciones.
� Muñoz, Blanca. Teoría de la Crisis: Haberma/Hoffer en página Web � HYPERLINK "http://www.robertexto.com" ��www.robertexto.com� 


� Caceres, Pamela. Transformación del Poder Político y del Orden Social, Enero 2007


� Ver página Web: www.elciudadano.com.ar


� Ver página Web: www.laopiniónrafaela.com.ar


� Ver página Web: � HYPERLINK "http://www.lacapital.com.ar" ��www.lacapital.com.ar� 


� Ver página Web: � HYPERLINK "http://www.lacapital.com.ar" ��www.lacapital.com.ar� 


� Ver página Web: � HYPERLINK "http://www.lacapital.com.ar" ��www.lacapital.com.ar� 


� Para más información ver Sesión Ordinaria 12° del 126° Periodo Legislativo de la Cámara de Senadores de la Provincia de Santa Fe en la página Web � HYPERLINK "http://www.senadosantafe.gov.ar" ��www.senadosantafe.gov.ar�    


� Giuliano, Diego A. “Derecho Municipal. Autonomía y regionalización asociativa”. Editorial EDIAR, Buenos Aires, 2006, página 117.


� Busto, Juan Manuel. “La crisis del sistema federal argentino: Una cuestión capital” en GIULIANO, Diego A. (Coord.). “El nuevo Congreso argentino: traslado y refederalización”. Edición de la Fundación La Capital, Rosario, Santa Fe, 2008, página 154 y ss.


� Datos del Censo de Nacional de Población, Hogares y Viviendas 2001.


� Casagne, Juan Carlos. Derecho Administrativo Tomo I, Lexis Nexis, Buenos Aires, 2002, página 276 y ss.


�� Barrera Buteler, Guillermo. “Provincias y Nación”, editorial Ciudad Argentina, España, 1996, página 67 y ss.


� Rosatti, Horacio De. “Tratado de Derecho Municipal” página 276 (ingresar datos)


� Para más información sobre el particular ver Torre – Rivas, Edelberto. La sociedad civil en la construcción democrática: Notas desde una perspectiva crítica.  Revista Instituciones y Desarrollo Nº 8 y 9 (2001) págs. 143-170. Institut Internacional de Governabilitat de Catalunya, Còrsega 255, 5º 1ª 08036 Barcelona, Espanya, página 24.


� Horts Kanitz, Bases para una política comunal practica en Políticas Municipales para el desarrollo local y regional, Editorial de la Universidad Católica de Córdoba, 2006, pág. 44.  


� Abalos, María Gabriela. El Régimen Municipal en el Derecho Público Provincial Argentino: Principales Aspectos en Derecho Público Provincial y Municipal – Volumen I – 2da. Edición Actualizada, La Ley, Buenos Aires, 2003, página 337 y ss.


� Fleury, Sonia. Reforma del Estado. Revista Instituciones y Desarrollo Nº 14-15 (2003) págs. 81-122. Institut Internacional de Governabilitat de Catalunya, Còrsega 255, 5º 1ª 08036 Barcelona, España. �HYPERLINK "http://www.iigov.org"�http://www.iigov.org�, página 90.


� Böhm Luis y Rada Daniel, Igualdad de Oportunidades: las brechas de desarrollo entre municipios, editorial Konrad Adenauer Stiftung, Buenos Aires, 2005, 55.


� Artículo 5°- Cada provincia dictará para sí una Constitución bajo el sistema representativo republicano, de acuerdo con los principios, declaraciones y garantías de la Constitución Nacional; y que asegure su administración de justicia, su régimen municipal, y la educación primaria. Bajo de estas condiciones, el Gobierno federal, garante a cada provincia el goce y ejercicio de sus instituciones.


      Artículo 123.- Cada provincia dicta su propia constitución, conforme a lo dispuesto por el art. 5° asegurando la autonomía municipal y reglando su alcance y contenido en el orden institucional, político, administrativo, económico y financiero. 


� Sobre este tema ver: Alvarez Echagüe, Juan Manuel. Los municipios, su status jurídico y sus potestades financieras y tributarias en el marco de la constitución reformada. – IMP 1999-B, 2436 -; Spisso. Derecho Constitucional Tributario. De Palma, Buenos Aires, 2000. pág. 83 ss.; Bianchi. La Corte Suprema a extendido carta de autonomía a las municipalidades. LL t.1989-C, pág. 47 y ss.; Cassagne. Derecho Administrativo T. I, Abeledo-Perrot, 2003, pág. 462; Uslenghi. “La naturaleza jurídica del municipio según la Corte Suprema” publicado en la revista Derecho Administrativo numero 3, Buenos Aires, pág. 121 y ss.


� Convención Nacional Constituyente – Versión Taquigráfica página 3365.


� Convención Nacional Constituyente – Versión Taquigráfica página 3253.


� GIULIANO, Diego A. “Derecho Municipal. Autonomía y regionalización asociativa”. Editorial EDIAR, Buenos Aires, 2006, página 58.


� GIULIANO, Diego A. “Derecho Municipal. Autonomía y regionalización asociativa”. Editorial EDIAR, Buenos Aires, 2006, página 59.


� Bonacina, Milton S. “Reseña jurisprudencial tributos municipales”. Errepar Online.


� Para la presente reseña se tomo como base la obra de Abalos María Gabriela. Municipio y Poder Tributario Local, Editorial Ad-hoc, Buenos Aires, 2007, páginas 259 y ss.  


� Heredia José Raúl. “El poder tributario de los municipios”. Rubinzal – Culzoni, Buenos Aires, 2005, páginas 145 y ss.


� Abalos María Gabriela. Municipio y Poder Tributario Local, Editorial Ad-hoc, Buenos Aires, 2007, páginas 272 y 273.


� Alvarez Echagüe, Juan Manuel. Los Municipios, su status jurídico y sus potestades financieras y tributarias en el marco de la constitución reformada. IMP 1999-B, 2436. 


� Abalos María Gabriela. Municipio y Poder Tributario Local, Editorial Ad-hoc, Buenos Aires, 2007, página 278.


� La Ley Orgánica de Comunas fue sancionada el 3 de enero de 1935 y fue modificada en 1939, 1948, 1949, 1951, 1964, 1988, 1996 y 2004.


� La Ley Orgánica de Municipalidades fue sancionada el 16 de junio de 1939 y entre las modificaciones más importantes encontramos la de 1974 y la de 2002 (Ley 12.065). Asimismo por Decreto N° 67/1986 se dispuso el dictado de un texto ordenado de la misma.


� Giuliano, Diego – Ceconi, Jorgelina. “Autonomía y sustentabilidad financiera del sistema municipal en la provincia de Santa Fe. Casos Testigos en Estadios sobre Derecho Municipal y Federalismo – El Derecho – Buenos Aires – 2006.


� Giuliano, Diego – Ceconi, Jorgelina. “Autonomía y sustentabilidad financiera del sistema municipal en la provincia de Santa Fe. Casos Testigos en Estadios sobre Derecho Municipal y Federalismo – El Derecho – Buenos Aires – 2006.


�Con relación al reparto secundario de los impuestos nacionales y provinciales en relación a los municipios y comunas nos remitimos al Trabajo de Investigación realizado por las Cátedras de Derecho Constitucional, Público Provincial y Municipal e Introducción a la Economía Política realizado por la Facultad de Derecho y Ciencias Sociales del Rosario de la Pontificia Universidad Católica Argentina, a cargo de los Prof. Jorgelina Ceconi y Diego Giuliano y publicado en Estudios sobre Derecho Municipal y Federalismo, El Derecho, Buenos Aires, 2006.


� Para más información ver Sesión Ordinaria 12° del 126° Periodo Legislativo de la Cámara de Senadores de la Provincia de Santa Fe en la página Web � HYPERLINK "http://www.senadosantafe.gov.ar" ��www.senadosantafe.gov.ar�   


� Sciara, Angel y otros, noviembre de 2004, Financiamiento de los Gobiernos Locales en la Provincia de Santa Fe, publicado en la página Web � HYPERLINK "http://www.cadetrimu.fcecon.unr.edu.ar" ��www.cadetrimu.fcecon.unr.edu.ar� 


� Trabajo de Investigación realizado por las Cátedras de Derecho Constitucional, Público Provincial y Municipal e Introducción a la Economía Política realizado por la Facultad de Derecho y Ciencias Sociales del Rosario de la Pontificia Universidad Católica Argentina, a cargo de los Prof. Jorgelina Ceconi y Diego Giuliano y publicado en Estudios sobre Derecho Municipal y Federalismo, El Derecho, Buenos Aires, 2006.


� El trabajo de investigación se realizo tomando cuatro casos testigos, a saber: Chábas, Serodino, Cañada de Gomez Y Victoria (Entre Ríos).


� Mercado Luna, Ricardo. Derecho Constitucional Provincial. Ciudad Argentina, Buenos Aires, 2000, Capitulo I.


� Alberdi, Juan Bautista. Derecho Público Provincial Argentino. Ciudad Argentina, Buenos Aires, 1998, pág. 50.





